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Bogotá D. C., Agosto 05 de 2021 

Señor 

Magistrado Tribunal Administrativo de Cundinamarca (sección segunda) 

Luis Alfredo Zamora Acosta 

E. S. D 

Referencia: 2017–05631 

Asunto: Contestación de demanda 

Demandante: Fondo de Previsión Social del Congreso de la República 

Demandada: Clementina Romero Bateman 

Como apoderado de la demandada presento a su despacho la contestación de la demanda en el 

proceso de la referencia: 

Demandada: Clementina Romero Bateman, identificada con la cédula de ciudadanía 

36.552.674, domiciliado en Bogotá 

Apoderado: Jorge Castro Bayona, identificado como aparece al pie de mi firma, domiciliado en 

Bogotá D. C. 

I. A la pretensión 

Declarativas: 

Me opongo a todas las peticiones de la demanda y a continuación realizo el pronunciamiento 

concreto: 

1. Me opongo a que se declare la nulidad de la Resolución 0655 del 1 de septiembre de 1998.

2. Me opongo a que se declare la nulidad de las Resoluciones:

– 0491 del 31 de agosto de 2000, pues la pensión reconocida a mi cliente se realizó por la

misma demandante, quien verificó el cumplimiento de los requisitos del causante y la

mencionada prestación fue sometida a control judicial ante esta corporación y ante el

Consejo de Estado.

– 0263 del 26 de marzo de 2009, pues la pensión reconocida a mi cliente se realizó por la

misma demandante, quien verificó el cumplimiento de los requisitos del causante y la

mencionada prestación fue sometida a control judicial ante esta corporación y ante el

Consejo de Estado.

– 01026 del 14 de septiembre de 2011, pues la pensión reconocida a mi cliente se realizó por

la misma demandante, quien verificó el cumplimiento de los requisitos del causante y la

mencionada prestación fue sometida a control judicial ante esta corporación y ante el

Consejo de Estado.

– 0869 del 7 de noviembre de 2014, pues la pensión reconocida a mi cliente se realizó por la

misma demandante, quien verificó el cumplimiento de los requisitos del causante y la

mencionada prestación fue sometida a control judicial ante esta corporación y ante el
Consejo de Estado.

3. Me opongo, la pensión en discusión fue sometida a control de legalidad por parte de la

señora Clementina Romero Bateman y esta Corporación y posteriormente el Consejo de

Estado determinaron que la prestación a favor del causante debía liquidarse conforme a los

parámetros de la Ley 4 de 1992 y los decretos 1359 de 1993 y 1293 de 1994.

4. Me opongo a que se condene a mi demandada a devolver cualquier suma de dinero, pues mi

cliente de buena fe y en el marco de su desconocimiento del régimen legal pensional llevó

ante la justicia administrativa su reclamo pensional y en segunda instancia, el Consejo de

Estado determinó que era beneficiaria de Ricardo Villa Salcedo (q.e.p.d.) y que la

demandante debía pagarle como compañera permanente un porcentaje de la pensión causada

la cual debía ser liquidada conforme a lo establecido en la Ley 4 de 1992 y los decretos 1359

de 1993 y 1293 de 1994.
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II. A los Hechos 

 

1. Es cierto, se admite. 

2. No nos consta, no se tiene información documental sobre el tiempo que Ricardo Villa 

Salcedo se desempeñó como empleado público. 

3. No nos consta, no se tiene información documental sobre el tiempo que Ricardo Villa 

Salcedo se desempeñó como diputado. 

4. Es parcialmente cierto, Ricardo Villa Salcedo fungió como Senador de la República entre 

1986 y 1990, sin embargo no nos consta que NO HAYA ASISTIDO a todas las sesiones. 

5. Es cierto, se admite. 

6. Es cierto, se admite. 

7. Es cierto, se admite. 

8. Es cierto, se admite. 

9. Es cierto, se admite. 

10. Es cierto, se admite. 

11. Es cierto, se admite. 

12. Es cierto, se admite. 

13. Es cierto, se admite. 

14. Es cierto pero aclaramos que el Tribunal Administrativo de Cundinamarca determinó que la 

pensión de Ricardo Villa Salcedo debía ser liquidada bajo los presupuestos legales de la Ley 

4 de 1992, el decreto 1359 de 1993 y 1293 de 1994 y que la misma debía ser pagada en parte 

a Clementina Romero Bateman por la calidad de compañera permanente del fallecido. 

15. Es cierto, pero aclaramos que el Consejo de Estado fundamentó la decisión bajo similares 

consideraciones que las empleadas por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca. 

16. Es cierto, se admite. 

17. Es cierto, se admite. 

 

III. Excepciones 

 

Cosa juzgada material y formal. 

El acto administrativo en discusión, esto es, la Resolución 0655 de 1998 ya fue sometido a medio 

de control y se comprobó su legalidad por parte de esta corporación que hoy conoce del proceso 

que nos ocupa y en segunda instancia, por el Consejo de Estado, por lo que con este proceso se 

está congestionando la administración de justicia al estar reviviendo la misma discusión que ya 

se dio en sede judicial ya que en el proceso antecedente se discutió, estableció y confirmó la 

legalidad del reconocimiento pensional bajo el soporte legal y fáctico particular en que se causó 

el derecho, por lo que a renglón seguido se procedió a estudiar el cumplimiento de los requisitos 

que debía acreditar Clementina Romero Batman para ser considerada beneficiaria. 

 

En síntesis, la causación del derecho pensional y sus beneficiarios ya fueron sometidos a medio 

de control e hicieron tránsito a cosa juzgada 

 

“La cosa juzgada se presenta cuando el litigio sometido a la decisión del juez, ya ha sido 

objeto de otra sentencia judicial; produce efectos tanto procesales como sustanciales, por 

cuanto impide un nuevo pronunciamiento en el segundo proceso, en virtud del carácter 

definitivo e inmutable de la decisión, la cual, por otra parte, ya ha precisado con certeza 

la relación jurídica objeto de litigio. En otras palabras, “la cosa juzgada es una 

institución jurídico procesal mediante la cual se otorga a las decisiones plasmadas en una 

sentencia y en algunas otras providencias, el carácter de inmutables, vinculantes y 

definitivas. Los citados efectos se conciben por disposición expresa del ordenamiento 

jurídico para lograr la terminación definitiva de controversias y alcanzar un estado de 

seguridad jurídica”. Esta Corporación ha sostenido que el concepto de cosa juzgada “(...) 

hace referencia al carácter imperativo e inmutable de las decisiones que han adquirido 

firmeza, lo cual implica de suyo la imposibilidad de volver sobre asuntos ya juzgados, para 

introducir en ellos variaciones o modificaciones mediante la adopción de una nueva 

providencia”. En consecuencia, es posible “(...) predicar la existencia del fenómeno de 
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la cosa juzgada, cuando llega al conocimiento de la jurisdicción un nuevo proceso con 

identidad jurídica de partes, causa y objeto”1(subrayado agregado por nosotros) 
 

Los apartes subrayados se traen a colación por su especial importancia para el proceso, 

resaltando que 1. Existe identidad de partes (variando la otrora demandante hoy a demandada) 2. 

Resulta la misma causa definida como el motivo del proceso: la determinación del derecho 

pensional en cabeza de Clementina Romero Bateman como beneficiaria de Ricardo Villa 

Salcedo y 3. Es el mismo objeto: establecer el derecho o no a la prestación. 

 

Así mismo, el pronunciamiento judicial previo fue definitivo e inmutable, se determinó el 

derecho pensional a que tiene derecho Clementina Romero Bateman con base en las normas 

pensionales que le eran aplicables a Ricardo Villa en su calidad de excongresista, esto es, la Ley 

4 de 1992 el Decreto 1359 de 1993 y el 1293 de 1994. 

 

La relación jurídica objeto del proceso fue la misma: la relación jurídica de afiliado y entidad que 

reconoce y paga pensiones, determinando el derecho pensional de Ricardo Villa, trasladado por 

su deceso a favor de sus beneficiarios. 

 

Es por ello que conforme a lo establecido por el Consejo de estado, todo lo anteriormente 

expuesto “implica de suyo la imposibilidad de volver sobre asuntos ya juzgados, para introducir 

en ellos variaciones o modificaciones mediante la adopción de una nueva providencia”. 

 

Sobre la cosa juzgada, señaló el Consejo de Estado2: 

 

“El principio de seguridad jurídica del que se deriva la institución de la cosa juzgada, se 

cimienta en la necesidad de que las controversias llevadas ante los jueces sean resueltas 

con carácter definitivo y que, por ende, las decisiones judiciales cumplan una función de 

pacificación de los conflictos6; a partir de ella, las personas pueden ordenar sus 

expectativas de vida, en el entendido que los asuntos resueltos en una sentencia lo serán 

con carácter definitivo y concluyente, como atribución de un bien jurídico que le es debido 

a quien triunfa en el proceso. 

 

En tal sentido, como ha dicho la doctrina, la cosa juzgada no mira tanto el proceso en que 

se dicta la sentencia, como los futuros que puedan intentarse, pues evita decisiones 

contradictorias sobre situaciones jurídicas ya definidas, así como desgastes innecesarios 

de la jurisdicción del Estado” 
 

(…) 

 

Así, la cosa juzgada no sólo tiene una función negativa -la de impedir nuevos fallos sobre 

asuntos ya resueltos- sino también una función positiva consistente en “dotar de seguridad 

a las relaciones jurídicas y al ordenamiento jurídico” a partir del efecto vinculante de la 

sentencia12. Como ha dicho la jurisprudencia, el cumplimiento de lo resuelto por los 

jueces y tribunales constituye una garantía institucional del Estado de Derecho y, al 

mismo tiempo, “un derecho fundamental de carácter subjetivo que se deduce de los 

artículos 29 y 58 de la Constitución  

 

(…) 

 

Es por ello, que una de las características esenciales de la sentencia es su carácter 

vinculante y definitivo y, por tanto, la imposibilidad de que pueda ser entendida como un 

acto jurídico condicionado a la aceptación o no de sus destinatarios, según la evaluación 

que éstos hagan de ella: 

“Esta institución procesal ha sido establecida por la ley como una de las expresiones 

 
1 Consejo de Estado. Sentencia del 26/06/2014. Radicado 36220 (11001032600020080010800) 
2 Consejo de Estado. Sentencia del 26/04/2008. Radicado 1878 (11001030600020080000900) 
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de la seguridad jurídica, entre otras tantas en las cuales se manifiesta este valor 

social. En particular, se presenta en materia jurisdiccional y su propósito es lograr la 

intangibilidad y la inimpugnabilidad de las decisiones de esta naturaleza, como un 

mecanismo que brinda seguridad y credibilidad en las decisiones que se adoptan, o 

como dice Eduardo J. Couture “...es la autoridad y eficacia de una sentencia judicial 

cuando no existen contra ella medios de impugnación que permitan modificarla.”17 

Por tanto, se erige en principio rector de los procesos judiciales y adoptado por el 

sistema procesal colombiano, constituyendo norma de orden público cuya existencia 

legitima el ejercicio de la función jurisdiccional, pues, si ella no existiera, muy poco 

interés mostrarían los ciudadanos en acudir al juez a solucionar sus conflictos; en 

efecto si la decisión no vinculara y obligara a las partes, y al juez mismo, ningún 

conflicto quedaría realmente resuelto, ante la posibilidad material y/o jurídica de 

desatender la orden impartida por el juez, lo que provocaría la pérdida de confianza y 

credibilidad en la capacidad del Estado de adoptar decisiones obligatorias.  

 

Tradicionalmente la cosa juzgada se ha estructurado alrededor de la triple identidad 

sujetos (partes), objeto (pretensiones) y causa (fundamentos y hechos). A partir de ella se 

determina en qué eventos la jurisdicción debe abstenerse de pronunciarse nuevamente 

sobre un asunto ya resuelto, pues de lo contrario se dejaría sin respaldo la confianza de 

quienes participaron en el proceso inicial, así como la depositada por la colectividad en 

sus autoridades judiciales para la solución regular, eficaz y definitiva de los conflictos 

sometidos a su conocimiento. 

 

Con relación a esa triple identidad que estructura la cosa juzgada y que excluye nuevos 

procesos sobre situaciones jurídicas ya definidas, la Corte Constitucional ha señalado lo 

siguiente: 

 

“Para que una decisión alcance el valor de cosa juzgada se requiere: 

 

- Identidad de objeto, es decir, la demanda debe versar sobre la misma pretensión 

material o inmaterial sobre la cual se predica la cosa juzgada. Se presenta cuando 

sobre lo pretendido existe un derecho reconocido, declarado o modificado sobre una o 

varias cosas o sobre una relación jurídica. Igualmente se predica identidad sobre 

aquellos elementos consecuenciales de un derecho que no fueron declarados 

expresamente; 

 

- Identidad de causa petendi (eadem causa petendi), es decir, la demanda y la decisión 

que hizo tránsito a cosa juzgada deben tener los mismos fundamentos o hechos como 

sustento. Cuando además de los mismos hechos, la demanda presenta nuevos 

elementos, solamente se permite el análisis de los nuevos supuestos, caso en el cual, el 

juez puede retomar los fundamentos que constituyen cosa juzgada para proceder a 

fallar sobre la nueva causa; 

 

- Identidad de partes, es decir, al proceso deben concurrir las mismas partes e 

intervinientes que resultaron vinculadas y obligadas por la decisión que constituye 

cosa juzgada.” 

 

(…) 

 

Lo anterior significa que en el caso de las sentencias que niegan la nulidad del acto 

demandado -caso de la sentencia del Consejo de Estado de 1992-, se pueden presentar 

varias situaciones: 

a. Que un mismo acto administrativo sea objeto de diversas demandas, sin que 

automáticamente opere el fenómeno de cosa juzgada a partir de los pronunciamientos 

judiciales anteriores; 

b. Que, por lo mismo, sobre un acto administrativo coexistan sin ser contradictorios, 
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diversos pronunciamientos judiciales respecto de su legalidad, cuando la causa 

petendi que ha dado origen a los procesos es distinta en cada caso42; y 

c. Que únicamente, cuando sobre un mismo acto administrativo se discutan las 

mismas razones o causa petendi43 de un proceso anterior, habrá cosa juzgada. 

En este orden, debe tenerse en cuenta que en aquellos eventos en que se niega la nulidad 

del acto administrativo, la decisión judicial no conlleva una declaratoria de legalidad 

categórica y definitiva del mismo, de manera que se pueda entender, como lo plantea el 

Departamento de la Guajira, que ese acto queda dotado de un halo de intangibilidad de 

tal magnitud que vuelve completamente inatacable hacia futuro su presunción de 

legalidad. 

Así, para la Sala es claro que el asunto no puede ser planteado simplemente como un 

problema de jerarquía entre fallos o entre la autoridad judicial que declaró la nulidad del 

acto y aquéllas otras que en sentencias anteriores la denegaron, sino a partir del efecto 

vinculante de las decisiones judiciales en firme, según los efectos que la ley le otorga en 

cada caso a lo decidido por la jurisdicción. 

 

Señalado lo anterior, debe precisarse para el caso concreto, que la identidad de elementos y el 

efecto vinculante de las decisiones adoptadas, conforme al efecto que la ley otorga para las 

sentencias proferidas dentro del proceso 2001–807, permite identificar que el asunto ya fue 

decidido por una autoridad judicial; si bien inicialmente se sometió a control judicial la legalidad 

del acto por cuanto vulneraba el derecho de Clementina Romero a ser beneficiaria de la pensión 

de sobrevivientes (o sustitución pensional) por parte de la autoridad judicial se discutió la 

normatividad aplicable y determinaron las Corporaciones que lo eran la Ley 4 de 1992, el 

Decreto 1359 de 1993 y el Decreto 1293 de 1994, para luego determinar quienes debían ser 

beneficiarios de la prestación. 

 

Lo anterior, permite colegir lo reiterado a lo largo de esta excepción: el acto administrativo el 

objeto del proceso que nos ocupa ya fueron sometidos a control de legalidad y dos cuerpos 

judiciales se pronunciaron al respecto, habiendo quedado en firme su decisión, que pretende la 

demandante Fonprecon, revivir diez años después. 

 
Favorabilidad en material pensional. 

Bajo criterio jurisprudencial sentado en vía de unificación3, el Consejo de Estado determinó que 

 

“El principio de favorabilidad es una de las expresiones del principio protector. […] [S]e 

utiliza en las situaciones en las que se presenta duda sobre cuál es la disposición jurídica 

aplicable al momento de resolver un asunto concreto. La existencia de este conflicto se da 

cuando dos o más textos legislativos que se encuentran vigentes al momento de causarse el 

derecho que se reclama, son aplicables para su solución. En virtud del principio de 

favorabilidad se debe escoger, en su integridad, el texto normativo que le represente 

mayor provecho al trabajador, afiliado o beneficiario del Sistema de Seguridad Social, 

estando proscrita la posibilidad de aplicar parcialmente uno y otro texto para elegir de 

cada uno lo que resulta más beneficioso, condición que se conoce como el principio de 

inescindibilidad o conglobamento. Igualmente, puede aplicarse este principio cuando una 

norma admite más de una interpretación, caso en el cual siempre habrá de escogerse 

aquella que es más favorable al trabajador.” 

 

Lo anterior para señalar que, ante la duda en la interpretación de las normas pensional y la 

posible y válida interpretación del artículo segundo del decreto 1293 de 1994 en torno al 

beneficio de transición que sería aplicable a Ricardo Villa Salcedo y por consiguiente beneficiario 

de la pensión de que trata el artículo 17 de la Ley 4 de 1992, se debe adoptar la decisión más 

favorable para quien sea beneficiario de la prestación. 

 

“Artículo 2º. Régimen de transición de los senadores, representantes, empleados del 

 
3 Consejo de Estado. Sentencia CE–SUJ2–016–19 (SUJ–019–s2). 
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Congreso de la República y del Fondo de Previsión Social del Congreso. Los senadores, 

los representantes, los empleados del Congreso de la República y los empleados del Fondo 

de Previsión Social del Congreso, tendrán derecho a los beneficios del régimen de 

transición de que trata el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, siempre que a 1º de abril de 

1994 hayan cumplido alguno de los siguientes requisitos: 

a. Haber cumplido (40) o más años de edad si son hombres, o treinta y cinco (35) o más

años de edad si son mujeres;

b. Haber cotizado o prestado servicios durante quince (15) años o más.”

Parágrafo. El régimen de transición de que trata el presente artículo se aplicará también 

para aquellas personas que hubieran sido senadores o representantes con anterioridad al 

1º de abril de 1994, sean o no elegidos para legislaturas posteriores, siempre y cuando 

cumplan a esa fecha con los requisitos de que tratan los literales a) o b) de este artículo, 

salvo que a la fecha señalada tuvieran un régimen aplicable diferente, en cuyo caso este 

último será el que conservarán. 

Vista la normatividad anterior, es claro que los sobrevivientes de Ricardo Villa debe ser 

beneficiarios del régimen de transición de transición de que trata el Decreto mencionado ya que 

aunque él no hubiese sido congresista para para el 18 de mayo de 1992 (fecha de entrada en 

vigor de la Ley 4), para esta fecha ya tenía cumplidos los requisitos de que trata el parágrafo del 

artículo 2 transcrito. 

Principio pro homine o pro-persona 

El principio pro homine señala que se debe dar aquella interpretación de las normas jurídicas que 

sea más favorable al hombre y sus derechos, quiere esto decir que prevalece la interpretación que 

propenda por el respeto de la dignidad humana y consecuentemente por la protección, garantía y 

promoción de los derechos humanos y de los derechos fundamentales consagrados a nivel 

constitucional.

Sobre este principio de decisión judicial, ha dicho la jurisprudencia del Consejo de Estado4: 

El principio pro homine o pro persona, se fundamenta en las obligaciones constitucionales 

consagradas en los artículos 1, 2 y 93 de la Constitución Política, así como en el artículo 5 

del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos42 y el artículo 29 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

En el Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos dicho principio fue 

definido como “[Un] criterio fundamental [que] […] impone la naturaleza misma de los 

derechos humanos, la cual obliga a interpretar extensivamente las normas que los 

consagran o amplían y restrictivamente las que los limitan o restringen. [De esta forma, el 

principio pro persona] […] conduce a la conclusión de que [la] exigibilidad inmediata e 
incondicional [de los derechos humanos] es la regla y su condicionamiento la excepción”. 

La jurisprudencia constitucional ha indicado que el principio de favorabilidad tiene una 

estrecha relación con la interpretación pro homine o pro persona, según la cual “las 

normas han de ser interpretadas en favor de la protección y goce efectivo de los derechos 

de los individuos, en procura de que los preceptos legales se conviertan en instrumentos 

que respeten en la mayor medida posible, las garantías y prerrogativas esenciales para la 

materialización de la mejor calidad de vida de las personas”. Dicho criterio de 

interpretación configura un parámetro de constitucionalidad y de convencionalidad, pues 

impide “que de una norma se desprendan interpretaciones restrictivas de los derechos 

fundamentales”. 

4 Consejo de Estado. Sentencia del 22/05/2019. Radicado 11001031500020170338601 
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Bajo esta consideración en materia pensional, establecida por el Consejo de Estado, como 

regla para interpretación de la normatividad que regula el reconocimiento y pago de las 

prestaciones económicas, debe considerarse que la interpretación que se debe dar a la 

norma es aquella que resulte más favorable para la persona, así, el artículo 2 del Decreto 

1293 de 1994, junto con su parágrafo, tienen la interpretación más favorable para la 

demandada, por lo que se deberá aplicar esta en su favor. (subrayado agregado al texto) 

 

Los postulados anteriores, establecidos vía jurisprudencia, nos indican que los principios de 

favorabilidad y pro–homine (que deben ser aplicados al unísono) deben tenerse en cuenta en 

materia pensional y al aplicarlos al caso que nos ocupa, indican que la pensión de la que es 

beneficiaria la demandada, no puede ser modificada, ya que las normas bajo las cuales se causó 

el derecho son la Ley 4 de 1992, el Decreto 1359 de 1993 y el Decreto 1293 de 1994, que le eran 

aplicables a la situación personal del fallecido Ricardo Villa Salcedo, quien murió sin ostentar la 

calidad de congresista, pero es beneficiario de la pensión establecida en el artículo 17 de la Ley 4 

de 1992 ya que la transición normativa que establece el artículo 2 del decreto 1293 de 1994 

permite que él, al haber sido senador con anterioridad al 1º de abril de 1994 pero no para las 

legislaturas posteriores pueda beneficiarse de dicha Ley siempre y cuando al 1 de abril haya 

cumplido con alguno de los requisitos de que tratan los literales a) o b) del este artículo. 

 

Todo lo anterior quiere decir: debe favorecerse a Clementina Romero, como beneficiaria 

sobreviviente de Ricardo Villa Salcedo, ya que él ostentó la calidad de congresista antes del 1 de 

abril de 1994 pero para dicha data ya contaba con más de 15 años de servicios (de hecho contaba 

con 20 años, conforme a las pruebas aportadas por la misma demandada) y su último aporte fue 

hecho al fondo de previsión del congreso y por tal motivo era dicha entidad la encargada de 

liquidar las prestaciones económicas derivadas de los aportes que hiciera en vida. 

 

Buena fe. 

El comportamiento de mi cliente frente a la administración ha estado revestido siempre de buena 

fe, pues primero esta se presume y es deber de la administración demostrar lo contrario y 

segundo, su comportamiento se restringió en llevar a control judicial el comportamiento de la 

administración quien insistió reiterativamente en negar el derecho prestacional. 

 

Frente a la buena fe en materia pensional respecto de las prestaciones pagadas por el Estado a 

particulares de buena fe, señaló el Consejo de Estado que5: 

 

“El artículo 164 numeral 1º literal c) del CPACA se lee en consonancia con el artículo 83 de la 

Constitución Política que señala: “[l]as actuaciones de los particulares y de las autoridades 

deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que 

aquellos adelanten ante éstas”. 

 

La buena fe es uno de los principios generales del derecho y gobierna las relaciones entre la 

administración pública y los ciudadanos, así lo indicó la Corte Constitucional en la sentencia C-

131 de 2004, quien agrego: 

 

“En tal sentido, el mencionado principio es entendido, en términos amplios, como una 

exigencia de honestidad, confianza, rectitud, decoro y credibilidad que otorga la palabra 

dada, a la cual deben someterse las diversas actuaciones de las autoridades públicas y de 

los particulares entre sí y ante éstas, la cual se presume, y constituye un soporte esencial 

del sistema jurídico; de igual manera, cada una de las normas que componen el 

ordenamiento jurídico debe ser interpretada a luz del principio de la buena fe, de tal 

suerte que las disposiciones normativas que regulen el ejercicio de derechos y el 

cumplimiento de deberes legales, siempre deben ser entendidas en el sentido más 

congruente con el comportamiento leal, fiel y honesto que se deben los sujetos 

intervinientes en la misma. En pocas palabras, la buena fe incorpora el valor ético de la 

 
5 Consejo de Estado. Sentencia del 8/02/2020. Radicado 2507–2015 (52001233300020120006701) 
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confianza y significa que el hombre cree y confía que una declaración de voluntad surtirá, 

en un caso concreto, sus efectos usuales, es decir, los mismos que ordinaria y normalmente 

ha producido en casos análogos. De igual manera, la buena fe orienta el ejercicio de las 

facultades discrecionales de la administración pública y ayuda a colmar las lagunas del 

sistema jurídico”14. 

 

A su turno, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, en la sentencia de tutela 

del 8 de junio de 2017 consideró sobre la buena fe simple que equivale a obrar con 

lealtad, rectitud y honestidad, y corresponde al Estado desvirtuarla. Dijo la Corte: 

 

“Nuestro ordenamiento constitucional y, especialmente, el régimen civil han (sic) 

desarrollado además del concepto de buena fe como mandato constitucional general, la 

figura de buena fe simple como principio y forma de conducta. Esta equivale a obrar con 

lealtad, rectitud y honestidad, es la que se exige normalmente a las personas en todas sus 

actuaciones. 

 

[…] 

 

De lo anterior pueden extraerse algunas diferencias precisas entre la buena fe simple y la 

buena fe exenta de culpa. Si bien es cierto que en los dos eventos se parte del supuesto de 

que la persona obró con lealtad, rectitud y honestidad, la buena fe simple se presume de 

todas las actuaciones o gestiones que los particulares realizan ante el Estado, de ahí que 

sea éste quien deba desvirtuarla. Por su parte, la buena fe exenta de culpa exige ser 

probada por quien requiere consolidar jurídicamente una situación determinada. Así, la 

buena fe exenta de culpa exige dos elementos: de un lado, uno subjetivo, que consiste en 

obrar con lealtad y, de otro lado, uno objetivo, que exige tener la seguridad en el actuar, 

la cual solo puede ser resultado de la realización actuaciones positivas encaminadas a 

consolidar dicha certeza”. 

 

Como corolario de lo expuesto, se precisa entonces que en derecho contencioso 

administrativo si bien el Estado tiene la facultad de pedir la nulidad de los actos 

administrativos que reconozcan prestaciones periódicas, el legislador impone un límite, 

consistente en que no puede recuperar las prestaciones pagadas a particulares de buena 

fe. Por consiguiente, corresponde al Estado probar que el beneficiario de la pensión actuó 

de mala fe al solicitar el reconocimiento o la reliquidación pensional. 

 

Esta Subsección en sentencia del 23 de marzo de 2017, analizó la buena fe en un caso de 

similares condiciones fácticas al presente, donde explicó: 

 

“De acuerdo con lo anterior, la norma en comento establece una garantía para los 

principios de buena fe y confianza legítima de los particulares, pues la devolución de las 

sumas pagadas por prestaciones periódicas se condiciona a verificar que hayan mediado 

conductas reprochables encaminadas a defraudar a la administración en orden a obtener 

tales reconocimientos, de modo que si ello no se logra demostrar, no habrá lugar a 

ordenar reintegro alguno. 

 

El concepto de buena fe hace referencia al comportamiento leal y honesto que deben 

asumir los particulares y autoridades para mantener un orden justo y permitir el goce 

efectivo de los derechos y oportunidades de los asociados. Además, como se expresó 

previamente, por mandato Constitucional, se presume la buena fe de los particulares en 

sus relaciones con las autoridades del Estado, siendo deber de quien alegue la mala fe 

demostrar los hechos sobre los cuales se fundamenta”.” 

 

Cobro de lo no debido. 

Mi cliente no adeuda suma alguna a Fonprecon, pues fue esta entidad quien como administrador 

del Régimen de Prima Media realizó el estudio, reconocimiento y pago de la pensión de vejez 
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que disfruta actualmente la demandada, luego de que Ricardo Villa Salcedo hubiera cumplido los 

requisitos establecidos por la Ley 4 de 1992, el decreto 1359 de 1993 y 1293 de 1994 y haber 

sido declarado así por parte de la entidad que reconoció la prestación. 

 

En ese orden de ideas, no puede condenarse a mi poderdante a reintegrar ningún dinero a la 

administración, pues fue esta quien confeccionó los actos administrativos que reconocieron a 

favor de la demandada el derecho que hoy demandan en nulidad, habiendo estado por fuera de la 

órbita funcional de mi cliente el reconocimiento de su prestación y por tanto el pago que de 

buena fe aceptó. 

 

Confianza legítima en la administración. 

La demandada nunca tuvo injerencia en la liquidación de la prestación reconocida, por el 

contrario, para que la administración reconociera su legítimo derecho a ser beneficiaria de la 

pensión reconocida, tuvo que someter a control jurisdiccional los actos proferidos por la entidad 

demandante, adicionalmente Fonprecon como administradora de pensiones del régimen de prima 

media, confecciona y custodia las historias laborales de los afiliados y analiza las condiciones 

personales y la documentación aportada para establecer si se cumplían los requisitos 

establecidos por la Ley para la causación de las prestaciones económicas y determinar si se debía 

reconocer algún tipo de pensión. 
 

IV. Fundamentación jurídica 

 

Señala el artículo 164 del C.P.A.C.A: “Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. 

La demanda deberá ser presentada: 

1. En cualquier tiempo, cuando: 

c) Se dirija contra actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones periódicas. 

Sin embargo, no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a particulares de buena fe;” 
 

No hay en el presente asunto señor magistrado, ni una sola prueba que pueda desvirtuar la buena 

fe que se presume de los ciudadanos en relación con la administración pública, por el contrario, 

si toda la situación que nos ocupa deriva en la pérdida de derechos contra mi representado, es el 

Estado quien actuó de mala fe con mi cliente, al haberlo engañado y hacerlo renunciar a su 

trabajo para luego pretender revocarle el derecho que de buena fe él aceptó condicionado 

(condición suspensiva: renunciar al empleo y retirarse del sistema). 

 

V. Medios de prueba 

A. Documental aportado 

 

Solicito señor Magistrado, que se tengan como pruebas las siguientes: 

 
1. Las que obran en el expediente, aportadas por la parte actora, haciendo especial énfasis en: 

 Pág. 

1.1.  
EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO VILLA SALCEDO. Formato de 
liquidación de pensión 

68 

1.2.  
EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO VILLA SALCEDO. Formato de 

liquidación de pensión 

70 y 

71 

1.3.  
EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO VILLA SALCEDO. Oficio 009 
Aceptación de cuota parte pensional del Dr. RICARDO VILLA SALCEDO. 

79 

1.4.  
EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO VILLA SALCEDO. Resolución 000655 

del 1 de septiembre de 1998. 

80 a 

85 

1.5.  
EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO VILLA SALCEDO. Sentencia de primera 
instancia, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca dentro del 

proceso de Clementina Romero Bateman contra Fonprecon (2001–807). 

439- 

481 

1.6.  
EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO VILLA SALCEDO. Sentencia de 
segunda instancia, proferida por el Consejo de Estado dentro del proceso de 

Clementina Romero Bateman contra Fonprecon (2001–807–01) 

485- 

517 
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VI. Anexos 

 

1. Poder especial para actuar. 

2. Las pruebas documentales relacionadas en el capítulo anterior. 
 

VII. Notificaciones 

 

La demandada puede ser notificada a 301 2781076, clementinamaria04@hotmail. com y 

calle 23 # 68 – 59 interior 21 apto 401, Bogotá. 

 

El suscrito apoderado puede ser notificado en la Calle 28 A # 15 – 55 of. 302 y al correo 

electrónico jorgecastroba@gmail.com 
 

Cordialmente se suscribe, 

 

 

 

___________________ 

Jorge Castro Bayona 

C. C.: 1.023.894.531 

T. P.: 243.085 del C. S. de la J. 
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